
Dos años han transcurrido desde el
23 de agosto de 2023, cuando se anun-
ció el Plan Nacional de Verdad y Justi-
cia. La iniciativa, formalizada con el De-
creto 98 de 10 de noviembre de ese mis-
mo año, surgió como una política de Es-
tado para esclarecer las circunstancias
de desaparición, muerte y destino “de
las personas víctimas de desaparición
forzada, en el marco de la dictadura cí-
vico-militar ocurrida en Chile entre el 11
de septiembre de 1973 y el 10 de marzo
de 1990”, según señala la Subsecretaría
de Derechos Humanos.

Ayer —como antesala del Día Inter-
nacional de las Víctimas de Desapari-
ción Forzada, conmemorado cada 30 de
agosto— se realizó en el Palacio de la
Moneda la entrega de las carpetas de ca-
lificación a 150 familiares de víctimas
que se encuentran en el informe Rettig. 

n “Se han recibido más 
de 580 solicitudes de 
carpetas de calificación”

“Esta era una información que no po-
seían, no tenían, o no habían tenido ac-
ceso las familias, y que para ellas es muy
importante, porque ahí están todos los
antecedentes que se entregaron en el
marco del informe Rettig sobre la califi-
cación de las personas que fueron vícti-
mas de desaparición forzada”, señaló el
ministro de Justicia y Derechos Huma-
nos, Jaime Gajardo.

Mientras que la subsecretaria de De-
rechos Humanos, Daniela Quintanilla,
agregó que en el marco de desaparicio-
nes y ejecuciones políti-
cas, quienes “puedan y
quieran solicitar la resti-
tución de sus anteceden-
tes y de sus familias, pue-
dan hacerlo en la página
web derechoshumanos-
.gob.cl”. En ese sentido,
“se han recibido más de
580 solicitudes de carpe-
tas de calificación y han sido entregados
430 archivos digitales. Además, men-
cionó la entrega en regiones durante los
próximos días.

n Denuncias, querellas 
y revisión de sobreseimientos

Hasta el momento, el plan logró re-
cepcionar 170 testimonios que perte-
necen en su gran mayoría a familiares
de víctimas de desaparición forzada,
quienes “nunca presentaron dichos an-
tecedentes a las comisiones de verdad
y posibles lugares de inhumación y/o
exhumación”. Esto ha significado la ju-
dicialización de 6 causas al 12 de agosto
de este año, lo que contempla “dos de-
nuncias de personas víctimas no califi-
cadas; una denuncia de persona vícti-
ma que nunca se había presentado una
denuncia en alguna comisión; una de-
nuncia sitio de inhumación/exhuma-
ción y una se hace parte en el proceso
de una persona víctima que nunca se

había presentado una denuncia en al-
guna comisión. En el segundo trimes-
tre, se presentó una nueva querella que

involucra a una persona
víctima calificada”.

A su vez, se identifica-
ron todas las causas de
víctimas de desaparición
forzada que fueron sobre-
seídas y que pudieran ser
abiertas nuevamente. “A
la fecha, en su primera
etapa, se han identificado

71 causas, correspondientes a 92 vícti-
mas de desaparición forzada”. Los cri-
terios para una posible reapertura son:
“Sobreseimientos dictados por tribuna-
les ordinarios cuyas investigaciones se
estimaron insuficientes, atendida la
época y la conformación del tribunal;
sobreseimientos dictados por jueces
militares y/o del crimen dictados sin in-
tervención de ministros en visita; expe-
dientes de corta extensión y completos
(menos de 200 fojas) y expedientes
completos”.

n Identifican testimonios 
no considerados

En este marco, durante esta semana
se presentó una querella luego de que el
plan estableciera que en la Región del
Biobío existieron 149 víctimas de desa-
parición, de las cuales “en al menos 72
casos, existe directa participación y res-
ponsabilidad de agentes vinculados al
regimiento de Los Ángeles”. Así, con la

acción penal se pretenden establecer co-
mo sitios de interés el Fundo Huaqui,
luego de que se identificara la existencia
de testimonios que no fueron conside-
rados; el sector de Rarinco, por un testi-
go que devela un eventual sitio de inhu-
mación y ejecución; la Tenencia Antu-
co, por declaraciones sobre inhumacio-
nes y porque en su minuto se habrían
realizado diligencias sin la participa-
ción de especialistas; y de la unidad po-
licial Cuatro Juntas, por antecedentes
insuficientes de agotamiento de la in-
vestigación sobre pesquisas que seña-
lan la detención, fallecimiento e inhu-
mación de una víctima en el sector.

n Más de 40 diligencias 
de búsqueda

Desde el inicio del plan, se han reali-
zado más de un centenar de diligencias
en terreno, tantos judiciales como extra-
judiciales, en distintos puntos del país,
entre las que se destacan las realizadas
en la Mina La Veleidosa, Cerro Chena,
Cementerio 3 de Playa Ancha y ex Co-
lonia Dignidad. En lo que respecta al
presente año, se han realizado 72 dili-
gencias en terreno, “las que van desde la

aplicación de tecnología, excavaciones,
hasta el relevamiento de antecedentes
para las investigaciones”, según expli-
can desde la subsecretaría, lo que repre-
senta un incremento importante res-
pecto del año anterior. “Durante todo el
año 2024 se realizaron a lo largo de todo
Chile 44 diligencias de búsqueda”,
agregan.

También, apuntan desde la reparti-
ción, habrá modificaciones al Mapa de
Trayectorias de Víctimas de desapari-
ción forzada, el cual es una reconstruc-
ción del recorrido seguido por las per-
sonas víctimas. En ese marco, “se incor-
porarán al mapa las personas víctimas
de ejecución política, sin distinción de si
sus cuerpos fueron entregados o no”.

El pasado 7 de julio, además, los mi-
nistros de Vivienda, Obras Públicas y
Bienes Nacionales firmaron el decreto
de programación de expropiación de
177 hectáreas. Actualmente, “corres-
ponde que peritos realicen el estudio de
tasación del sitio que determine el mon-
to a pagar a las y los dueños de la zona,
luego el pago de los dineros que corres-
pondan para finalmente tomar pose-
sión del lugar”.

Día de la Víctima de Desaparición Forzada:

Seis nuevas causas y posible
reapertura de casos, entre
avances del Plan de Búsqueda 
a dos años de su anuncio 

Pronto comenzarían los peritajes para la tasación de la ex Colonia Dignidad y
la incorporación de ejecutados políticos al Mapa de Trayectorias.
E. CANDIA

SITIOS.— También se busca establecer nuevos sitios de interés a raíz de nueva información
recabada mediante el plan.
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CARPETAS
En una ceremonia en La
Moneda se hizo entrega
de antecedentes a 150

familiares de víctimas de
desaparición forzada.

María Eugenia
Fernández está
a la cabeza de la
institución des-
de el 31 de mar-
zo de 2024.

Comienza la recta final del
Servicio Nacional de Menores
(Sename), cuestionado durante
casi toda su existencia —de más
de 40 años— por malos tratos,
muertes y, en general, por he-
chos que, en ocasiones, dieron
cuenta del deficiente cuidado
del Estado a los niños y jóvenes a
su cargo, ya fuese en el ámbito
de protección como en el de in-
fractores de ley. Hoy solo algu-
nos de estos siguen bajo el alero
del organismo: aquellos que en-
frentan una investigación penal
o una condena.

“¿Profesor, le podemos pre-
guntar al padrecito lo que nos
hemos cuestionado? Cardenal,
¿es verdad que nosotros no tene-
mos perdón de Dios por estar
acá?”, ante esa pregunta el car-
denal respondió: “Dios los per-
dona una y mil veces, los que tie-
nen que perdonarse son ustedes
y aprender a pedir perdón”. Esa
escena ocurrió hace casi dos me-
ses, en el marco de una visita del
cardenal Fernando Chomali y la
directora —la última— de ese
servicio, María Eugenia Fernán-
dez. Esa situación “fue una pun-
zada al corazón”, cuenta ella.
Porque sucedió en el Centro Me-
tropolitano Norte de Tiltil —pa-
ra infractores de ley—, donde
permanecen jóvenes que se en-
cuentran en internación provi-
soria —como medida cautelar—
o en régimen cerrado —luego de
ser condenados. 

Continuidad del
servicio y traspaso, las
misiones que le dieron

Fernández llegó al Sename el 1
marzo de 2024. Un grupo de ni-
ños y adolescentes, cuyos dere-
chos han sido vulnerados, ya es-
taba en el nuevo servicio enfoca-
do en la protección especializa-
da de estos jóvenes; y el Servicio
Nacional de Reinserción Social,
que recibirá a los menores in-
fractores de ley, comenzó su ins-
talación gradual. Solo resta el
traspaso de algunos centros en el
centro y sur del país, lo que debe
materializarse en los próximos
cuatro meses.

La actual directora, antes de
Sename, trabajó en Secretaría
General de la Presidencia, a car-
go de la dirección ejecutiva de
Asuntos Indígenas, y en el Mi-
nisterio de Desarrollo Social,
donde se desempeñó como se-
cretaria regional ministerial. 

“Cuando llegué me dieron
dos prioridades: la continuidad
del servicio (...) y el tema del
traspaso”. Hoy los centros que
quedan están entre la Región de
Valparaíso y de O’Higgins, pero
el 13 de enero próximo deberían
estar entregados. 

—Sename es una institución

que ha enfrentado muchas cri-
sis, ya sea por muertes de niños
—como el caso de Lissette Villa
en 2016—, abusos, fugas, entre
otros. Cuando usted llegó al car-
go, ¿con qué se encontró? 

—La mayoría de los hechos,
que tienen que ver con la vulne-
ración de los niños y las muer-
tes, está asociada a protección
—la parte del Sename que se en-
carga del resguardo de los ni-
ños, cuyos derechos han sido
vulnerados— y protección se
fue al servicio de atención espe-

cializada, cuando se dividieron
los dos servicios.

Eso ocurrió algunos años an-
tes de su arribo, en 2021, y la di-
rectora evita ahondar en el tema.
Se enfoca en los centros que aún
están bajo administración y afir-
ma que visitó aquellos del centro
y sur del país: tienen capacidad y
no están sobrepasados, afirma. 

Sobre las condiciones de habi-
tabilidad de esos centros, dice
que fue otro de los temas que se
le encargaron, que “la infraes-
tructura fuera digna (...), que los

jóvenes tengan un buen lugar
para dormir, un espacio para
que tengan intervención, un
buen taller de armado de moto-
res, como tienen; que tengan ofi-
cio, el de barbería, por ejemplo”. 

“El Sename fue la única insti-
tución en 46 años que se preocu-
pó de los niños y jóvenes e hizo
cambios estructurales de la polí-
tica pública y lo que tiene que ser
una gran reforma, se aprobaron
los derechos de los niños”, de-
fiende Fernández. 

Lo mismo hace respecto de los
funcionarios. Pese al tiempo
transcurrido desde la creación
del organismo, plantea: “Cuesta
mucho encontrar gente, porque
no existe la especialidad, y la es-
pecialidad se ha ido creando con
esto, con errores sí, con dolores
también, pero creo que en esta
etapa de cierre es importante re-
levar que el Sename durante
muchos años ha sido la única
institución que se preocupó por
los niños y niñas, ya sea de pro-
tección e infractores de ley”. 

“El mayor requisito es
la vocación, que les
brillen los ojos”

Si bien no profundizó en las
exigencias para trabajar en el
servicio, sostuvo que “el ma-
yor requisito es la vocación,
que les brillen los ojos, porque
esto es súper complejo, hay
que creer en los jóvenes”. Los
funcionarios , ins is t ió , son
quienes dan confianza, apoyo,
quienes “los ayudan en los pro-
cesos de reinserción.

En ese sentido, recordó a un
joven que dentro de la institu-
ción aprendió a pintar y que tie-
ne excelentes habilidades para
ello, incluso podría vivir de esa
actividad. Sin embargo, el mie-
do latente del joven es volver a
sus orígenes y volver a caer en la
delincuencia, ante la falta de
apoyo de su entorno. “Yo tengo
dolores de chicos que nosotros
hemos visto (...), un chico que
pintaba maravilloso, que lleva-
ba muchos años con nosotros
pagando condena, no le queda

casi nada, y él está con temor de
volver a su entorno porque no
es protector (...), creo que uno se
conecta con su miedo, después
de llegar a un espacio donde él
se sentía protegido, que estuvo
muchos años. Siempre hemos
dicho que Sename no solo admi-
nistra penas y condenas: admi-
nistra historias de vida, trau-
mas, heridas de grupos que es-
tán extremadamente vulnera-
dos en la sociedad”.

Actualmente, muchos de los
adolescentes llegan al centro por
los mismos delitos: robo con in-
timidación, robo con violencia,
receptación, robo en lugar habi-
tado, entre otros. Y, por lo gene-
ral, tienen entre 15 y 17 años y, en
algunos casos, tienen consumo
problemático de drogas sintéti-
cas. “Hoy los chicos están más
solos; por lo tanto, tenemos me-
nos familia con quien trabajar”,

comenta. 
Hasta el 31 de julio, 3.457 jó-

venes infractores estaban bajo el
régimen del Sename, más de
2.600 están ahí por delitos con-
tra la propiedad. Poco más de
200 lo están por el tráfico de dro-
gas y 198 por delitos contra las
personas, detallan desde el ser-
vicio. 

A la fecha, puntualizan, no es
alto todavía el número de ex-
tranjeros ingresados. No supe-
ran el 5%. 

Dice que habría pocos
ingresos por casos de
crimen organizado

Fernández afirma que el cri-
men organizado no sería un fe-
nómeno extendido al interior de
los centros, aunque recuerda
que no tienen jóvenes a su cargo
en el norte del país. 

—Sin embargo, estuvieron o es-
tán algunos imputados asocia-
dos al crimen organizado en los
centros, por ejemplo, el joven
venezolano condenado por el
caso Ojeda, u otros indagados
extranjeros por secuestros más
recientes, ¿qué pasa con ellos?

—En Sename recibimos a los
jóvenes, según las derivaciones
de tribunales, y las causales de
ingreso están definidas por ley.
No somos los responsables de
categorizar el crimen organiza-
do, sin perjuicio de que podría-
mos tener adolescentes relacio-
nados con esta temática (...). No
tenemos registrados más de tres
y se trabajan en línea con la fisca-
lía, como corresponde. 

Ahora, la institución se estaría
preparando para abordar casos
de menores extranjeros, apoyar
en su proceso regulatorio, nive-
lación de estudios y preparación
del personal, para los cambios
culturales

Mientras que en relación con
la reincidencia, desde la institu-
ción indicaron que en 2010, cin-
co de cada 10 jóvenes volvían a
sus centros. Pero en 2022, esa ci-
fra disminuyó a tres de cada 10
jóvenes. 

Última directora del servicio, a cuatro meses del cierre definitivo del organismo: 

“Con errores sí, con dolores también,
pero Sename ha sido la única institución
que se preocupó por los niños”

SOFÍA FARÍAS G.

Al 31 de julio, la entidad tenía a su cuidado a más de tres mil jóvenes que estaban a la espera de su condena o
que ya la habían recibido, principalmente, por robos violentos, con intimidación y, en general, de todo tipo.
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‘‘No somos los
responsables de
categorizar el crimen
organizado, sin perjuicio
de que podríamos tener
adolescentes
relacionados con esta
temática (...), no
tenemos registrados
más de tres”.
................................................................

MARÍA EUGENIA FERNÁNDEZ
DIRECTORA DEL SENAME

SÁBADO 30 DE AGOSTO DE 2025 C 9NACIONAL

Fecha:
Vpe:
Vpe pág:
Vpe portada:

30/08/2025
  $7.136.072
 $20.570.976
 $20.570.976

Audiencia:
Tirada:
Difusión:
Ocupación:

     320.543
     126.654
     126.654
      34,69%

Sección:
Frecuencia:

NACIONAL
0

Pág: 9


